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cuando el Juez no sea competente para conocer de ella por
razón de la materia-o La dlstlnclón '" lógica, pues la recon·
venclón no es una defensa frente a la acción luna excepclón
en sentido amplio), sino una nueva demanda que formula el
demandado en un proceso y puede ser tramitada Independiente­
mente sin 'que ello afecta a su defensa, Visto todo ello desde
la perspecliva constitucional, que es la única que aqui Interesa,
resulta que el princlplo de que el Juez que conoce de la acclón
debe conocer también de la excepción, no es sólO' una norma
de legalidad ordinarla. sino una aplicación del derecho de de­
fensa que la vieja Ley de Enjuiciamiento Civll re<;<>nOc\ó de
acuerdo oon el esplritu liberal que inspiró la legislación de su
tiempo y cuya Inobservancla incide en el 'mbito del derecho
fundamental consagrado en el articulo 24-1 de la Constitución.
y ello es asl porque el derecho a la defensa, tal y como esté
conflguredo en la LEC para los lulclos declarativos supone el
derecho a oponer a una acclón todas las excepciones que pueda
utilizar el demandado, y si se Impide que el Juez pueda apre­
ciar esél.S -PxcApciones. el df'mandado oo':1ría resultar condanRdo
a consecuencia de no habérsele permitido utilizar los medios
adecuados a su defensá, produciéndose, por tanto, indefensión.

Tercere.-No cabe alegar contra lo que se acaba de exponer.
que el solicitante del amparo hubiese podido o puede recurrlr
a otras vlas procesale. para obtener la tutela ludiclal ds su
derecho Esta tutela, para ser -efectiva_ como exige el articulo
24-1 de la Constltucl'ón, ba de ser expedita y fácilmente deter·
mlnable, y no se puede obligar a un litigante a que averigüe
y casi adivine en el conjunte> del complelo órdenamiento pr<>­
cesal qué medios tiene para obtener la protección de sus de­
rechos e intereses legitimas.

Basta con recordar brevemente [os diversos caminos que para
tal protección sugiere la Audiencia Provincial, el Ministerie>
Fiscal en este proceso y PROnSA para darse cuenta de la in­
certidumbre que existe a la hora de precisar que tenia o tiene
que hacer el solicitante del amparo para hacer valer el derecho
que alega.

La Audiencia entiende que procedla plantear demanda' de
menor cu~ntla pidiendo la nulidad del contrat.o causal ante el

Tribunal competente, a cuye> Juicio bubiese debido pedirse la
acumulación de autos del pleIto de cognición, El Ministerio
Fiscal consIdera dud<>sa esa solución y dlce .que el sollcltAnte
del amparo debió Instar la nulidad .del contrato ante el Tribu·
nal competente, pero, que prescindiendo de la acumulación de
autos, bublese podido solicitar el embargo preventIvo de ia
cantidad a cuye> pago fuese condenado, y que Incluso en el
futuro puede entablar el juicle> de nulidad, ya que la sentencia
del Juzgado de Distrito no tendrla por qué producir efecto de
cosa juzgada en el nuevo pleito. La representación de PROIlSA
afirma tambIén que el recurrente puede pedlr la nulidad. del
contrato causal ante el Tribunal competente y que pudo asi­
mismo ejercitar en su momento otras defensas contra la ac­
ción entablada ante el Juez de Distrito, como la excepción de
incompetencla de jurisdicción, por '10 que. sostiene PROliSA. el
recurrente no agotó la vla judicial como requiere el articulo
44-1-a de ia LOTC. No puede hablarse ante esa variedad de
autorizadas opiniones que existiese o exista un medio razona­
blemente exigible para que el sollcitante del ampare> satisfaga
su derecho a la tutela judicial efectiva. Por la misma razón
no puede estimarse el motivo de inadmlsión consistente en no
haber agotado el recurrente la vla judlclal (artlculo 44-1, a),
que se ac!,ba de citar y al que se aludió en un principio, pues
este .reqUlslto para acceder al recurso de amparo se refiere a
los medios procesales' que razonabiemente pueden ser conocidos
y ejercidos por los litigantes. no a cualquiera que sea Imagina·
ble o poSIble, como ya ha dIcho este Tribunal Ce>nstitucional

(sentencias 73/1982, de 2 de dlciembre; R. A. 197, Y '29/1983,
de 26 de abril, R, A. 198/19821.

Cuarto.-Oe todo lo expuesto resulta que debe estimarse el
amparo solicitado en cuanto el recurrentlt no obtUVe> la tutela
judicial efecllva y sufrió indefensión al negarse a conocer de
la excepción pc>r él opuesta y conocer en cambie> dIO la acción
el Juez de Distrito en el Juicio declarallve> planteado. Queda
por determinar ei contenido del falle> que debe pronunciar ,este
Tribunal de acuerdo con le> dispuesto en el articulo 55-1 de
la LOTe. Procede. desde luego, anular la sentencia de ia Au­
diencia impugnada. nero "ste Tribunal Constitucional ne> puede
ordenar a dicha Audiencia que declare la incompetencia del
Juzgado de Distrito ni que entra a conocer del fondo del asunto
como soUclta el recurrente. No compete, en efecto, al Tribunal
Constitucional determinar cu'l es el órgano judicial competente
pare. conocer del asunto planteado, sino reconocer el .derecho
del recurrente a la 'tutela judicial efectiva sin que sufra inde­
fensión lo que conll'Jva. en el presente caso el der41cho a que
el Juez que conozca de la acción conozca también de la excep­
ción propuesta. Si este Juez es que cone>ció inicialmente de la
acción, es decir, el Juez de Distrito cuya competencia se extien­
de a COlloc.r de la excepción, a pesar de que la cuantia de ésta
exceda. de su competencia objetiva. o bien este Juez debió in­
hibir... ai promoverse la excepción en favor del Juez de Primera
instancia a quien corresponde ia competencia por razón de
aquella cuantía, es una cuestión de mera lfO;jrFlhl"", " Que. como
tantas veces se ha dicho, no puede decidir este Tribunal. Por
ello .Ias medidas apropiadas para restablecer al recurrente en
la integridad de su derecho lart. 55-1-c de la LOTC) es anular
también la sentend.. del Juez de Distrito para que éste o en·
tre a conocer de la excepción o se inhiba a favor del Juzgado
de Primera Instancia competente de manera Que en la forma
que resulte legalmente mf.s adecuada ... reaUce el derecho d.
defensa del recurrente a que se resuelva conjuntamente y én
el mismo pleito sobre la aCCIón y la excepción.

FALLO
En atención a todo lo expuesto. el Trihlll'"l ... T r,.,,.,d;hr:;rmal

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA r-rAClON ESPAÑQLA, .

Ha decidide>,
Otorgar el amparo solicitado.

1. Anular la sentencia de la Sección Segunda de la Audien­
cia Provinciai de Sevilla de 7 de junIo de 1983, dictada en el
rollo de apelación 7/1983, confirmatoria de la dictada por el
Juez de Distrito número 7 de la misma ciudad en los autna de
cognición numero 263/1982, con fecha 6 de diciembre de 1982.

2. Reconocer el derecho del recurrente a que el mismo ór­
gano judicial que conozca de la acción interpuest.a contra él
conozca de la excepción que él promueve.

3. Restablecer al recurrente en la integridad de su dere­
cho y pare. ello anular la citada sentencia del Juez de Distrito
y retrotraer las actuaciones basta el momento de dictar sen·
tencla para que dicho Juez o se deciare competente para cono­
cer de la excepción o se inhiba, elevRndo la causa 'al Juzgado
de Primera Instancia que estime competente.

Publlquese en ei ·Boletln Oficial del Estado-.

Madrid, '6 de ma.rzo de 1984.-Manuel Garcfa Pelayo y Alon­
sa.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Es­
cudero del CorraL-(Firmado y rubricado.)

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Diez y Picaza y Ponce de León. don
F~anclsco Tomás y Valiente y don Antonio Truyol Serra, Ma­
gIstrados, ha pronunciado,

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovlde> por la Unión General
de Trabajado.-es, representada por la Procurade>ra dalla Elisa
Hurtado Pérez y bajo ia dlrecclón del Abogado don Marcial
Amor Pérez, contra el Reai Decreto 124/1982 de 15 de lunlo
sobre fijación del salarle> mlnlmo Interprofesional, y en el qué
han comparecido, en nombre del Gobierno de la Nación, el
Abogado del Estado, y con el carf.cter que correspande el Mi.
OIsterlo Fiscal. siendo Ponente el Presidente, don Jerónimo Aro.
zamena Sierra, qUIen expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-La Unión General de Trabajadores lUGTl, enten.
dienclo que los articulas l.' y 6.- del Real Decreto 124/1982 -al
establecer unos salarlos para los trabajadores diferenciados por

edad vulneraba la Constitución Españe>la (CEI interpuse> ante
el TrIbunal Supremo (Sala Terceral· recurso contencioso admi­
nistratlve>. acudiendo al procedimiento de la Ley 62/1978. El
TrIbunal Supreme>, pc>r auto de 30 de marzo de 1982, declaró
que el procedimiente> elegido no era el procedente, puesto que
debla ventilarse por el procedimiento ordinario, y UGT inter­
puso recurso de suplica, alegando que si bien la filaclón del
salarie> mlnlmo no ce>nstituye un derecho fundamental se habla
tncurrido a la hora de fijario en la violación del dereche> a la
19ualdad que proclama el articulo 14 de la CE. de mode> que
el auto del TrIbunal Supremo, al no admitir a trámite el re­
curso, habla infringlde> Ie>s artlculoe 14, 24.1 Y 26.1 de la CE. El
Tribunal Supremo desestimó el recurso de suplica.

Segundo.-EI 1.5 de junio de 1982 la UGT. representada pc>r
la Procuradora dalla Ellsa Hurtado Pérez, interpuso recurso
de amparo, .." el que solicitó que se dicte sentencia, pe>r la
que, al Se declaren nulos o se dejen sin efecte> loe Autos
de 30 de marzo de 1982 y 26 de maye> de 1982 de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo, dictados en autos numero 306.633.
en el recurso interpuesto pc>r la Unión Generai de Trabajadores
contra el Real Decrete> 124/1982, de 15 de enero; bl se declaren
nulos o se dejen sin efecto los artlcule>s prWnero, en sus puntos 2
y 3. y sexto, en sus puntos 2 y 3, del Real Decreto 124/1982,
de 15 de enero, por el que oe fija el salarlo mlnlmo Interpro­
feslonai para 1982, por vulnerar el principio constitucional con·
sagrado en el articulo 14 de la CE; cl subsidiariamente del
punto b) anterior, para el caso que aquél no sea estimado, se
retrotratgan las actuaciones del recurso número 306.633 de 18
Sala Tercera del TrIbunal Supremo interpuesto por la Unión

Sala Segunda. Recurso de amparo número 234/82.
Sentencia número 31/1984. de 7 ds marzo.
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General de Trabajadorea al momento inmediatamente anterior
en que fueron dictadoa loa autos de 26 de mayo y 30 de marzo
de 1982, .c¡ue .10 declaró lnadrnlslble, para que pueda seguirse
el procedimiento por eus tráml~s para ventilar la cuestión de
fondo; dl se ordene lo preciso para que sea respetada la liber­
tad y derechos fundamentales Invocados de los recurrentes, rea­
tableciéndoles y preservándoles tales derechos fundamentales.

Al En la demanda, después de unas consideraciones sobre
el principio de igualdad y su reconocimiento en la CE, como
derecho fundamental y como valor superior, y sobre el signi­
ficado de la prohibición de la discriminación, se analiza si el
desigual trato establecido en el Reai Decreto 124/1982, respecto
de los trabajadores menores, está o no provisto de una justifi­
cación objetiva, lo que debe apreciarse en relación a la fina­
lidad y efectos de la medida y de la proporcionalidad entre los
medios empleados y la finalidad perseguida. tllce a continua­
ción, según se expone en lo susl&ncial. que la finalidad del
salarlo minimo consiste en la satisfacción de las necesidades
del trabajador y su familia, citando el articulo 23.3 de la De­
claración Universal de los Derechos Humanos y la recomenda­
ción número 135 de la Organización Internacional del Trabajo
IO!Tl respecto al objetivo de la fijación de salarios minimos.
En Espafia, dice el demandante, constituye no sólo un Impera­
tivo legal lartículo 'l!1 del Estatuto de los Trabajadoresl, sino
constitucional, derivado de los articulas 9.2 Y 40.1 de la CE y
concretado en el articulo 35.1, también de la CE.

UeT cuestiona si existe una razón especifica del desigual
trato otorgado según la edad del trabajador, analizando. suce·
slvamente. las posibles causas fundamentadoras. Rechaza que
la diferencia salarial pueda encontrar fundamento en las limi­
taciones que 'para el trabajo de los menores de dleclócho años
se establece en la legislaéión, por entender que existen nume­
roSos trabajos en los que resulta inocua la casi totalidad de las
disposiciones especificas sobre el trabajo de menores, y porque
no resulta posible hacer recaer sobre el menor dichas medidas
protectoras compensando su coste con la reducción del salario.
sin que además ello sirva para justificar la distinción entre
los jóvenes de dieciséis y diecisiete años, dado que las dispo­
siciones sobre menores de dieciocho no realizan tal distin­
ción. Si el salario minimo Interprofesional tiene por finalidad
que el trabajador pueda atender sus necesidades y las de su
faml1ia, no cabe hacer diferencias en atención a la edad, pues
las necesidades y su costo son iguales. Y no cabe aludir a una
diversidad de responsabl1ldades familiares de los mayores y
los menores de dieciocho afios, pues, al no apoyarse el Decreto
en dlcbo dato, establece discriminación entre los que tienen
tales responsabilidades y los que no, cualquiera que sea su
edad. No cabe tampoco aducir el hecho sociológico de la fre­
cuencia con que los jóvenes menores de dieciocho aftas convi­
ven con sus padres u otros parientes cercanos, con la lógica
disminución de gastos, pues son también frecuentes quienes,
precisamente al contrario, deben contribuir al sostenimiento de
su familia, e igual convivencia se da también en sujetos mayores
de dieciocho. Del mismo modo debe excluirse toda fundamenta·
clón basada en la menor formación, titulación, rendimiento,
etcétera. Si todos estos factores influyen en la determinación
del salario. son ajenas al salario mínimo interprofesional que
no está fijado atendiendo a elios, sino que ten sólo exige ei
desempeño de la jornada normal. Finalmente rechaza una jus­
liflcación basada en razones de politica de empleo. Sin negar
la influencia que una medida salarial pudiera tener en la po­
IItica de empleo, entiende que esta politica debe apoyarse en
principios y valores asumidos constitucionalmente, como son la
solidaridad. la igualdad real y efectiva y la participación de
todos en la vida económica, circunstancias que no se dan en la
fijación del salario mínimo interprofesional, que hace recaer,
por el contrario, el coste de la creación y mantenimiento del
pu.esto de trabajo sobre los mas necesitados, posibilitando. la
explotación. De ·otra parte, difícilmente puede considerarse el
planteamiento como de política de empleo, si se tiene en cuenta
que la diferenciación por edades ha existido en épocas de ausen~

cia de paro juvenil, y que cuando la Administración ha querido
adoptar medidas de empleo juvenil lo ha confesado abiertamente
lasi, por ejemplo, Real Decreto 41/1979, de 5 de enero, o 13611
1981, de 3 de juliol, sin que además ',olncidan los colectivos
&fectados por el llamado _desempleo juvenil. con el reducido
grupo captado por el Decreto de Salarios Minimos. La politica
de empleo debe ser respetuosa con los principios constitucionales
y no puede vulnerar los derechos fundamentales.

Bl Añade que la inadmlsión del reCUTSO contencioBo-admi­
nistrativo por los autos de la Sala Tercera del Tribunal Su­
premo infringe el derecho a la tutela reconocido en el artícu­
lo 24.1 de la CE. La pretensión deducida en él consistia en di­
lucidar si en el contenido del Real Decreto existia o no vlola­
alón del arliculo 14 de la CE. De esta forma el problema pro­
cesal de la viabilidad del proceso está Intimamente ligado al
problema de fondo, de manera que no puede decidirse aquél sin
examinar éste. No es posible, por ello, aceptar la .causa de
Inadmisibilidad porque la existencia o no de un derecho cons­
titucional infringido es la cuestión sobre la que versa el debate
promovido mediante el recurso, que no puede, por tanto, cJau­
surarse negando el acceso jurisdiccional a pretexto de no afec­
tar a derechos fundamentalell. La 'declslón de la Sala no admi­
tIendo a trámite el recurso por no afectar la cuestión de fondo
a un derecho fundamental, sin antes desarrollar los trámites

procesales propios del debale de fondo, oonstituye una dene·
gación d<l justicl&,

Cl El recurrente estima también vulnerado el articulo 28.1
de la CE, garantizador de la libertad sindical, que no tiene
sólo una vertiente individual, sino colectiva, de reallzación por
loa sindicatos de toda actividad para obtener una serie de fines.
oomo son la defensa de las condiciones de trabajo, Instar de los
podel'<ls públicos leyes que favorezcan los Intereses del trabajo,
lOtervenlr en todos los problemas que afecl&n a los trabajadores,
etcétera. El proceso constituye asl UD. medio de realización de
los fines del Sindicato, y de ah! la legitimación de éste para
deducir el recurso contencioso-administrativo y el actual de
amparo.

Tercero.-Por providencia de 18 de septiembre se acordó ad­
mitir a trámite la demanda de amparo y dirigir comunicación
al Ministro de la Presidencia, a fin de que remitiera el expe­
diente de elaboración y aprobación del Real Decreto 124/1982.
de 15 de enero, y' Presidente del Tribunal Supremo para la re­
misión de los autos del recurso y el emplazamiento de cuantos
fueron parte en dicho procedimiento. Recibidas las ectuaclOnes
se pasó al trámite de alegaciones, y en él se personaron en el
recurso y formularon alegaciones el Fiscal General del Estado
y el Abogado del Estado, reiterando, por su parte, la deman­
dante, lo que dijo en la demanda.

A) El Fiscal general del Estado considera necesario dellmi­
tar dos aspectos distintos. El primero está Integrado por un
acto de la Administración, que es el Real Decreto 124/191l2, sus­
ceptibie de impugnación ame la jurisdicción contencioso~admi­

nistrativa. Si al tiemPo y por su apllcaclón se llega a una vio­
lación de derechos fundamentales podrá tal acto ser impugnado
por la vía de amparo constitucional, pero en tal caso es preciso
que -se haya agotado la via judicial procedente., conforme exi­
ge el articulo 43 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTO. Ello es lo que sucede en este caso, pues ante los Tri­
bunales del orden contencioso-adminístratívo se impugnó el
Real Decreto, por entenderlo no ajustado a derecho, y ahora se
procede a su impugnación por vuinerar un determinado de­
recho fundamental, El segundo aspecto queda determinado por
la presunta vulneración del derecho a la tutela motivada por
la decisión de los Tribunales de no entrar a decidir sobre la
cuestión propuesta. El Tribunal Constitucional ha sostenido que
no se produce la violación del derecho si el proceso termina
en una declaración de inadmlsibilldad por permitirio asi las
normas procesales. De forma que si el Tribunal declaró inapli­
cable un procedimiento por no ser, como no era efectivamente,
sl correcto, no cabe hablar de la vulneración del derecho ale­
gado. Conectando ambos aspectos se llega a idéntica conciu­
sión: la improcedencia de otorga.r el amparo, por cuanto im­
pugnándose un acto de los poderes públicos se ha omitido el
presupuesto procesal fijado en el articulo 43.1 de la LOT, y
tampoco el acto judicial vulnera el derecho reconocido en el
articulo 24.1 de la CE, permaneciendo siempre abierta a los
actores la vía contencioso-administrativa con arreglo 8· los cau­
ces regulados en la Ley de 27 de diciembre de 1956. Pasando
a examinar la cuestión de fondo, pa·ra el supuesto en que el
Tribunal estime otra cosa sobre el planteamiento procesal pre~

viamente realizado, el Fiscal considera que los articulos l.Cl y 6. Cl

del Real Decreto 124/1982. de 15 de enero, Inciden en la viola­
ción del articulo 14 de la CE. El trabajo de menores es objeto
de una especial protección, tanto en el Derecho internacional
como en el interno, que conlleva una serie de limitaciones, de
las que es ejemplo .el articulo 6° de la Ley 8/1980, de 10 de
marzo, por la que se aprueba el Estatuto de los Trabajadores,
y en congruencia con ello el artículo 4. Cl reconoce el dereCho de
los trabajadores -a DO ser discriminados para el empleo o una
vez empleados, por razones de sexo, estado civil, edad dentro
de los límites enmarcados por esta ley...•. consagrándose así el
principio de Igualdad ante la ley que prohibe la diSCrIminación,
entre otras razones por -cualquier otra condición o circunstan­
cia personal. entre las que lógicamente ha de encontrarse la
edad cuando ésta no suponga una limitación concreta iundada
en criterios legislativos conformes a la Constitución. De ahí
que sea válida la afirma.ción de que. supuesta la edad para
ser empleado, a igual trabajo debe reconocerse igual remune­
ración. La edad, como dato objetivo. no permite fundamentar la
diferencia de remuneración. que sólo podría apoyarse por otros
factores. entre los que se encuentra la situación famIliar que,
lógica aun cuando no necesariamente. es distinta según distin~
tos niveles de edad. Pero cuando al dato objetivo, edad, se apre­
cia idéntica situación subjetiva, el salario debe ser igual. Al
no haber contemplado el Real Decreto tal aspecto, incide en la
prohibición de diScriminación.

DJ El Abogado del Estado, en nombre del Gobierno, en sus
alegaciones, tras exponer que ni en la CE ni en los textos i~­
ternacionales existe una· específica prohibición de la discrirnl­
nación por razón de edad en materia salarial, que sólo se re­
fiere al sexo, procede a analizar la posibilidad d~ violación
del articulo 14, considerando la edad como una de las condl­
ciones O circunstancias que impiden la discriminación, siempre
que la desigualdad no tenga una Justificación objetiva y razona­
ble. Para eUo es preciso tener en cuenta la función. que el sao
lario minlmo interprofesional cumple en las l'<llaclOne~ labo·
rales. Mediante él se retTlbuyen el esfuerzo y el rendlmiento
mínimo legales; de forma que DO cabe afirmar, corno se hace
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en la demanda, que cabria filar 'dlstlntos salarlos atendiendo
a la aptitud profesional o a la calidad o cantidad de trabajo,
pero no con arreglo a la edad, pues todas esas circunstancias
darán lugar a un Incremento del sala,rlo mínimo en convenios
o contratos Individuales precisamente porque se retribuye un
esfuerzo y un rendimIento superIor. Pe", en la determinación
del esfuerzo y rendimiento mínimo es obvio que la edad ejerce
su InfluencIa. La mlnorla de edad origina una serie de espe­
cialidades que. tienen su razón de ser b'slcamente en la me­
nor capacidad flslca, entre las que se encuentra una menor
exlglbl1ldad de rendimiento en el trabajo, como se demuestra
mediante una serle de citas e¡emplificatlvas de Ordenanzas La­
borales. SI la función del salarlo mlnlmo es retribuir el esfuerzo
y el rendimIento mlnlmo lega!, es razonable establecer distintos
niveles cuando los mínimos de exigibl1ldad en trabajo y resul­
tado son distintos. SI esto justifica sobradamente la fijación
de salarios mínimos para menores y mayores de dieciocho años,
la distinción en el primer grupo de dieciséis y diecisiete años
responde a Igual criterio. teniendo en cuenta que desde la edad
mínima de admisión al trabajo hasta la edad en que se supone
la plena aptitud, el desarrollo es gradual, siendo razonable
acomodar a ese crecimiento de aptitudes los mlnlmos extglbles
de esfuerzo y rendimiento y el salarlo mlnlmo. Situación que,
además, no está en contradicción con las recomendaciones de
la OIT. al determinar el punto 5.1 de la número 135. de 1970,
que cel sistema de salarlos mlnimos puede aplicarse... sea fi­
jando un solo salarlo mínimo de aplicación general o esta­
bleciendo una serie de salarios mlnimos aplicables a grupos
parliculares de trabajadores_. Esta conclusión no se ve alterada
por los argumentos de la demanda relativos a las necesidades
famlliarea e Individuales de los trabal adores. El articulo 35.1
de la CE reconoce el derecho a cuna remuneración suficiente
para satisfacer sus necesidades y las de su familia-. 'pero lo
que no se desprende es que ello deQa ser asegurado sOlo a
través de la polltica de salarios mlnlmos. Esta es ciertamente
un elemento. pero no el único para alcanzar dicha finalidad.
que puede lograrse valorando los factores familiares mediante
sistemas complementarios en que se tengan en cuenta tales
elementos y no 'la remuneración del trabajo en sI. En cuanto
a la ~nsideraclón de las nepesldades Indlvid\lales, existe base
constltuclonal para Justificar la fijaclóo de diferentes salarlos
mínimos para los menores y mayores de dieciocho años, en el
articulo 39.3, que obliga a los padres a prestar asistencia a los
hijos durante la minorla de edad. Por fin. la fiJación de sala­
rios mlnlmos Interprofesionales inferiores para los jóvenes de
dieciséis y diecisiete años se justifica también como medida de
polltlca de empleo útil para posibllitarles el acceso a un primer
trabajo. La Identidad de salarlo, con independencia de la edad.
determinarla la opción empresarial de un trabajador mayor de
edad. aparte de que podr!a dar lugar a que puestos de trabajo
no se cubrieran por el mayor coste, solicita que se deniegue el
amparo.

Cuarto.-La Sala. en virtud de providencia del 7 de febrero
de 1983, dispuso recabar del Ministerio de Trabajo la remisión
del original o copia autorizada del expediente de elaboración
del Real Decreto 100/1983, de 10 de enero. y original o copla de
los Informes y estudios con respecto a la determinación del sa­
lario mfnlmo Interprofesional. así como criterios seguidos para
filar dicho salarlo atendiendo a la edad del trabaJador, y co­
municar a las partes y el Ministerio Fiscal la existencia de nue­
vos motivos de relevancia para la decisión: al la vigencia tem­
poral del Real Decreto 124/1982. de 15 de enero. agotado el 31 de
diciembre de 1982; bl el car'eter normativo del Real Decre­
to 100/1983. de 10 de enero, y el de su impugnabilidad ant.e el
Tribunal Supremo.

Al La UGT en este trámite hizo las sigui.entes alegaciones
respecto al segundo punto de indicada providencia:

al En cuanto a la vigencia temporal del Real Decreto 1241
1982. agotada el 31 de diciembre del mismo ai\o. y la promul­
gación del Real Decreto 100/1983 entiende que el hecho de que
un acto o disposición contraria a un derecho fundamental
agote su eficacia o cese Su vigencia por transcurso del plazo
no empace al pronunciamiento de sentencia del Tribunal Cons­
tlluclonal.

bl Sobre el carleter normativo del Real Decreto y su Im­
pugnabilldad en vja contenciosa-administrativa, como disposi­
cIón reglamentaria. que entiende referido al Real Decreto 100/
1983. dice que sea el Real Decreto Impugnable por la via ordi­
naria no empece a la utilización de la vía especial de la Ley 62/
1978; Y cuando ésta se cierra InJustificadamente. como ha ocu­
rrido con el Real Decreto objeto del presente recurso de am­
paro, quedan cumplidos los requisitos para acudir al amparo
constitucional. -

~) El Ministerio Fiscal, por su parte, hizo las siguientes ale­
gaclOnes:

al Que la vigencia temporal del Real Decreto 124/1962 no
empece par.. el debate de las cuestiones planteadas en el pre­
sente proceso de amparo constitucional, puesto que. en todo
caso, durante su vigencia, 1.. lesión de derechos fundamentales
alegada se habrla estado produciendo, mblme cu..ndo el Real
Decreto número 100/1983, de 19 de enero, viene a reiterar la sls­
temátlc.. diferenciación salarial por razón de edad. con crite-

rlos &slrnlsmo reiterativos. varl&ndo tan sólo el .quantum. de
la remuneración con eecala nueva aplicable al ai\o 1983.

bl Que en escrito' de alegaciones de 8 de J;1ovlembre del
pasado ai\o ya sei\alab.. que, .El Real Decreto. que ha de ser
considerado como disposición reglamentarl.., 811 decir, norma
de categorla Inferior a la ley, tiene SU posibilidad de Impug­
nación a través de los órganos de 1.. furlsdlcclón contencioso­
administrativa, según se desprende del arilculo 1.· de la Ley
de 27 de diciembre de 1958.. ,-, y por ello •... al tratarse de acto
de los poderes públicos, y en concreto de uno de los órganos
superiores de la Administración, ha de estarse a lo dispuesto
en el arIleulo 43 de la Lare, en el que como presupuesto se
exige cse haya agotado la via judIcial procedente..... cEn
suma: la via Judicial procedente no ha sido agotada, y esta
afirmación se obtiene tanto de' las anteriores consideraciones
como de la propia jurisprudencia constltucional...-

Cl El Abogado del Estado. en nombre del Gobierno. hizo las
siguientes alegaciones:

Sobre el primer motivo resalta que la pretensión de fondo
deducida en el presente recurso de amparo es la de que ..
anulen los artIculos l.., en sus puntos 2 Y 3, Y 6.·, en sus pun­
tos 2 y 3, del Real Decreto 12411982, de 15 de enero, por el que
se fija el salarlo minlmo interprofesional para 11182. Al haber
cesado la vigencia del citado Real Decreto la pretensión pro­
cesal ha quedado sin obleto, y sabido es que la pretensión
procesal es, a su vez, el objeto del proceso que determina su
nacimiento, mantenimiento y terminación.. Por ello afirman los
procesallstas que cel proceso existe en tanto se formula y sub­
siste la pretensión. De aqui que el proceso concluya cuando
desaparezca la pretensión. bien porque baya sido satisfecha
-mediante la sentencia- o porque, aun no satisfecha, desap....
rezca del mundo del derecho>. Esto dltlmo es lo que ocurre en
el caao que nos ocupa: la desaparición del ordenamiento lu­
ridlco del Real Decreto 124/1982 ha privado al recurso de obleto,
deJMdolo sin su razón de ser. por lo que debe darse por con­
cluso. A esta conclusIón no se OPOIl<l el hecho de que .. haya
promulgado el Real Decreto 10011983, de 19 de enero. por el
que se fila el salario mlnlmo interprofesional para 1983 (y que
mantiene en sus artlculos l.· y 8,· la distinción. a efectoa de
la fijación del salarlo minimo Interprofesional. entre trabal....
dores desde dieciocho años, de diecisiete y basta diecisiete ai\os),
y ello porque el recurso de amparo no se dlrlge contra un prin­
cipio en abstracto (que en este caso seria la posibilidad de
discriminación entre los trabe.ja:dores por razón de la edad para
la fijación de distintos salarios mlnlmos). sino que.. se deduce
en concreto (como resulta forzoso a tenor del articulo 41.2 de
'a LOTC. que requiere la existencia de disposiciones, actos lu­
rldicos o, cuando menos, simples vias de hecho de los poderes
públicos o de sus funcionarios O agentes) contra los articulas
en los que se plasma la diferenciación discutida, en una norma,
el Real Decrete¡ 124/1982, que en la actualidad ya no existe en
el ordenamiento jurldico y que constituían el objeto del pro­
ceso. Un cambio en el objeto del recurso, refiriéndolo al Real
Decreto 100/1983. no seria posible sin una manifestación ex­
presa de la voluntad del recurrente que en modo alguno cabe
presumir. ni en sentido favorable ni en sentido contrario a tal
cambio. Aun cuando tal volUl>tad se expresase. el cambio de
objeto del recurso supondrla una nueva pretensiOn que habrla
de cumplir todos los requisitos legales, entra ellos la necesidad
de agotar la vía judIcial procedente, de acuerdo con el articu­
lo 53.2 de la ConstitucIón, conforme al articulo 43.1 de la Lare.

Quinto.-Una providencia del 23 de marzo de 1983 acordó
poner de manifiesto a' las partes y al Ministerio Fiscal la do­
cumentación remitida por el Ministerio de Trabajo. para que
en el plllzo de diez días pudieran alegar lo que tuvieran por
conveniente. .

Al UGT, y en su nombre su representación y defensa pro-
cesal. alegaron, .

al Sobre la documentación relativa á la elaboración del
Real Decreto 124/1982, los diversos Informes y estudios refe­
rentes a la elaboración del Real Decreto ponen de relieve. de
una p..rte, que se cumplieron las exigencias iestablecidas tanto
en nuestra legislación Interna como en Convenios internaciona­
les) d<l, consulter a los sindicatos mú representativos y a las
asociaciones patronales también representativas, mas de otra
parte evidencian una falta de sensibilidad hacia el problema de
fondo latente en el presente recurso, a excepción de los sindi­
catos, los cuales dejan constancia de 8U criterio contrario al
tratamiento diferenciado del salarlo mínimo Interprofesional en
razón de la edad.

bl Sob!'e la documentación relativa a la elaboración del
Real Decreto 1()()/1983 se refiere, en primer lugar, a la postura
de la Confederación Espajlola de Organizaciones Empresarlaleo
(CEOEl de que no existe razón para la diferenciación del sa­
larlo mlnlmo Interprofesional por la edad, sino que deberla
establecerse en base a la funclÓll,

el Sob!'e los convenios colectivos ..portados por el Minis­
terio de Trabajo, dice que es expresivo de que no haya podido
encontrar, entre todos los Convenios Colectivos de Trabajo suo­
critos en nuestro pe.ls en 11182, y cfue son varios cientos cuando
menos, mú que 17 convenios que contenglUl tratemlento dlfe­
renclado por edad en materia salarial, Adem's. curiosamente
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todos se refieren al sector agropecuario. No puede sino con­
cluirse que escasa relevancia ha de J'eOOnocérsele a tan especi­
fica documentación. La aeC8lla representativldad numérlca el
radicar exclusivamente sobre uno de los sectores económicos
más deprlmidos, económica y culturalmente, de nuestro pais
avala -estima- su postura. \

d). Sobre las repercusiones económiC8ll del establecimiento
del' salario mlnimo sin distlnclón de edad dice que, aete as­
pecto ha de considerarse exento de relevancia jurldica; la rea­
lidad o la eficacia de un derecho constitucional fundamental no
puede quedar postergada, so pretexto de las cargas económicas
a ello Inherentes. Además, ha de tenerse en cuenta lo expuesto
en el párrafo al en cuanto a la postura de la CEDE, única re­
presentación patronal que la Administración' ha consiaerado
suficiente consultar sobre la fijación del salarlo mínimo inter­
profesional.

el En cuanto al Informe de la Dirección General de Tra­
bajo dice que merece alguna oObservación. Asf, que el articu­
lo as.1 de la CE sólo .se refiere a la discriminación por razón
de 'sexo en nada empece al planteamiento de la demanda am­
parado en el derecho fundamental del articulo 14: quizá la
situación secial en la que más frecuente y lacerante ha sido
el distinto trato por razón del sexo y sobre tuya discriminación
ha aumentado enormemente la sensibilidad haya llevado al }e..
glslador constituyente a reiterar en el articulo 35.1 una Inter­
dioción ya sentada en el articulo 14. La invocación de algunas
Ordenanzas Laborales, desde luego preconstitucionales, no re­
sulta de re<:ibo, toda vez que el que éstas puedan contener
disposiciones contrarlas a la Constitución no puede justificar la
constitucionalidad del Real Decreto 'Impugnado. En definitiva,
no. ha de olvidarse que el Real Decreto 124/1982, en lo que es
obleto de impugnación, da distlnto trato en exclusiva atención
a la edad del trabajador y no en consideración a las mayores o
menores funciones realizadas llOr el trabajador, con mayor o
menor destreza o calidad, con mayor o menor capacidad o pre­
parBClón: y el hecho Incierto, admisible a efectos polémicos,
de que puedan existir algunos trabajos donde la edad tenga
Influencia en el rendimiento y esfuerzos realizados no Justifica
las enormes diferencias entre ios de dieciséis y diecisiete, y
éstos y los de dieciocho años.

BJ El Fiscal sostuvo que 'el examen de la documentación
no aporta nuevos datos que varíen los informes emitidos por
el Ministerio Fiscal. .

C) El Abogado <lel Estado, por su parte, hizo las siguientes
alegaciones:

al Que el articulo 88 de la wrc no p~e servir de cauce
procesal pera que se produzca un cambio en el objeto del re­
curso, puesto que dicho articulo se refiere al supuesto de que
s.. remitan al Tribunal el expediente, los informes y documen­
tos. relativos a la disposición o acto origen del proceso consti­
tl1clOnal, y en este recurso la disposición que da orlgen al mis­
mo es el Real Decreto 124/1982, no el Real Decreto 100/1983,
sobre cuyos antecedentes e Informes se ha habilitado el trámite.

.bJ Una cuestión que justifica la procedencia de declarar con­
cluso este recurso es la si&uiente: El recurso de amparo ha sido
planteado por la UGT, que si bien está legitimada para ello
por ostentar. un indudable interés legitimo, no es el titular del
derecho constitucional que se supone vulnerado {la igualdad
ante la Ley consagrada en el articulo 14 de la Constitución es­
p~ñolaJ, como ocurrirla si el recurso hubiese sido entablado por
Un trabajador o por un grupo de trabajadores menores de die­
ciocho años. En este caso s1" seria de tener en cuenta la afirma­
clón del Ministerio Fiscal de que .Ia vigencia temporal del Real
Decreto 124/1982 no empece para el debate de las cuestiones
planteadas en el presente proceso de amparo, puesto que, en
todo caso, durante su vigencia la lesión de derechos fundamen­
tales alegada se habria estado produciendo., pues en esta hipó­
tesis si tendría sentido que la Sala se pronunciase sobre la cues­
tión de fondo debatida aunque el Real Decreto 124/1982 hubiese
perdido su vigencia, ya que si la sentencia declarase contraria
al principio de Igualdad la fljaclón que ae hacia en sus ar­
tlculos l.' y 6." de salarios diferentes en función de la edad (Jo
cual sólo Se admite a efectos dialéctioos) podrla, de acuerdo con
el articulo 55.1, el, de la LOTC, tener la virtualidad de resta­
blecer al recurrente O recurrentes en la integridad de ,sus de­
rechos (lo cual supondrla para los trabajadores recurrentes la
posibilidad de percibir las' diferencias salarlales que fueran per­
tinentes hasta alcanzar el salario mínimo fijado para los mayo­
res de dieciocho años), pero como esto no es así en este recurso
Interpuesto por la UGT con el únioo objeto de que se declare la
nulidad de los artlculos l.' y 8.' del Real Decreto 124/1982, que
en la actualidad ya no existe en el· ordenamiento jurídico, pues
desde el 31 de diciembre de 1982 se agotó su vigencia temporal,
debe convenirse que el proceso ha quedado sin objeto.

Sexto.-Este recurso quedó seI1a!,.rto para deliberación y vo­
tación el dia 26 de enero de 1983, si bion se dejó sin efecto este
aeñalamiento por la proVIdencia de 7.de febrero siguiente por
la que se recababa documontación del Mh~.isterio de Trabajo y
se ponian de manifiesto nuevos motivos de relevancia para la
decisión. Por providencia de 20 de abrll de 1983 se señaló para
la deliberación y votación el dla 18 de mayo siguiente y poste­
rlormente .por no haberse podido proceder a su deliberación en
la fecha señalada se acordó señalar nuevamente para el dla 21 de

septiembre de 1983, si bien se ha deliberado los dlas 29 d. fe­
brero y 7 de marzo de 1984, quedando en este último día defi-
nltlvamente votado. .

11. FUNDAMENTOS JURDlCOS

Primero.-EI párrafo inicial de la demanda señala que los
actos contra los que se dirige el recurso de amparo son las re­
soluciones judiciales que ·ab initio. de un proceso promovido
por la UGT contra algunos de los preceptos del Real Decreto
124/.1982, inadmitió el recurso contencioso-administrativo -previa
audIenCia de las partes- juzgando que la pretensión ejercitada
no era de las que pueden hacerse valer en el prooeso que para
la protección jurlsdlccional de los derechos fundamentales re­
gula la Ley 82/1978, pero dejando abierto, a la disponibilidad de
la parte, el proceso ordinario que la Ley de la Jurisdicción de
lo Contencioso.-Administrativo IL)CAI, establece para las preten­
SIOnes que dmliéndose oontra dispoSIciones generales, cualquie­
ra que sea el motIvo en que se basen, no pueden beneficiarse
del proceso sumarlo de la Ley 82/1978, disponible sólo como una
de las garantias jurisdiccionales para la defensa de los derechos
fundamentales. Con ser éste el acotamiento que de los actos im­
pugnados se hace al éomienzo de la parte expositiva de la
demanda de amparo, es· lo cierto que una oonsideración del
?Onjunto revela pronto que el presente proceso es complejo, pues
Junto al amparo frente a ias resoluciones judiciales, se acumula

.el amparo frente al Real Decreto 124/1982 y el que se dirige
contra las resoluciones judiciales. Estos son, rectamente enten­
did.a la demanda,. y prescindiendo de algunas imprecisiones ju­
ndlcas. los térmlDos que deflDen el debate en el primero de
los datos -nos referimos al del acto lesivo en la terminologla
del amparo- de los que ha de partir todo ulterlor estudio. Desde
una acumuladón de pretensiones que'la demandante enlaza acu­
diendo a una formulación eventual, se inserta el recurso en el
marco del articulo 43 len cuanto al ReaJ Decreto 124/1982l, y en
ei marco del articulo .4 len cuanto a las resoluciones judiciales),
los dos de la LOTC. Les resoluciones son, a la vez. objeto directo
sobre el que se .proyecta el recurso de amparo Imputando a ellas
de modo Inmediato y directo una violación del derecho a la pro­
tecclón jurisdiccional (articulo 24 de la CE), y en la tesis de
la UGT demandante. presupuesto que dentro da lo que dispone
el .articulo 43.1 per:mite, .a~udlr al amparo constitucional para
en¡UIClar, desde la mvocaclón del articulo 14 de la Constitución
Española, el .Real Decreto 12./1982. El que las resoluciones ju­
diciales hayap. sido de inadItlisión -o si se quiere, de inadecua­
ción del procedimiento elegido-, son razones que para el Mi­
nisterio Fiscal deben llevar a la denegaclón del amparo, en sus
dos. frentes, porque, en cuanto al Real Decreto no se ha agotado
-<hce- la vla judicial lla Inadecuaclón de procedimiento ha
dejado imprejuzgada la pretensión impugnatoriaJ, que es pre­
supuesto de acceso al recurso de amparo (artlculos 53.2 de
la CE y 41.1 de la LOTC) , y respecto de los actos judiciales,
sostiene que no han vulnerado el derecho del articulo 24.1 porque
tiene la demandante -y así se lo dijo el Tribunal Supremo- ex­
pedito el proceso contencloso~administrativoordinario. Un aná­
lisis ordenado aconseja que con antelación a toda otra cU<?'5tión
-<y desde luego, al tema del enj uiciamiento del Real Decreto a la
luz del artículo 14 de la CE, si es que no se opusieren a ello im­
pedimentos proc.esales ineludibles-, consideremos las objeciones
del Ministerio Fiscal derlvadas, todas, de la decisión del Tri­
bunal Supremo de rechazar- para la pretensión hecha valer
por UGT el cauce procesal de la Ley 62/1978.

segundo,-En el conjunto de las garantías de los derechos y
libertades fundamentales, el articulo 53.2 de la Constitución
Española y, dentro de la supremacia cónstitucional, la Ley 62/
1978, integrada en el sistema jurisdiccional garantiz~dor de estos
derechos coordenado al de protección en sede constitucional ins­
tituido con el recurso de amparo, prevén y ordenan un proceso
que estando abierto a las pretensiones con fundamento en la
violación de un derecho ,o libertad fundamental, es especifico
para estas pretensiones, no impide la utillzáción de otros tipos
procesales y se e~ge, en la coordinación a que acabamos de re­
ferirnos, en- via preferente y previa., Como primer aspecto, des~

taca que en el marco de estos preceptos, se configura un derecho
reaccional garantizedor de los que tienen esta protección en
la Constitución Española y en la Ley, de modo que si ejercitán­
dose una pretensión caulificada por la indicada fundamentación.
s~ niega el proceso, se está privando al que acciona de garantías
jurlsdiciconales de derechos o libertades fundamentales; y no
podrá decirse que la garantia jurisdiccional se respeta cuando,
negando el proceso especifico (el de la Ley 82/1976). se remite
al interesado a otro tipo procesal, y esto aún en la hipótesis
de preservación de plazos o de actuaciones, porq~e con lo que
esto puede suponer de una apreciación inicial en orden a que no
está en cuestión un derecho O libertad fundamental. constituye
la violación de un .derecho que se inserta en 'el cuadro garan­
tizador del derecho o libertad de que se trate, una violación de
garantias de las que la CE' larticulo 53.2) y la Ley {Ley 6211978)
ha dotado a los derechos y libertades fundamentales. Otra cues­
tión es si ia elección del tipo pr=esal -y. por tanto.,la el~cción

del proceso especifico- pertenece a la disponibilidad de la parte
acciOflante, o si en esta ·elección de procesos, el Tribunal ex­
officio o a Instancia de parte o del Ministerio Fiscal. ostenta
alguna facultad ejercitab;e .ab initio. evltadora de una Inde,
bida y hasta fraudulenta utilización de los Instrumentos pro·
cesales. No puede ofrecer duda que ~ntre los poderes del Tri-
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bunaJ se comprenden, en ¡eneral, el disentir del trámite solici­
tado por el acc\llD8nte Y ordenar que se utilice el que correspon­
da, o dirigir a éste, al Inadecuadamente abierto, pues a esta con­
clusión es forzoso llegar partiendo de la naturaleza de la institu­
ción procesal. (;(lrresponde a los ¡'>ocIeres, y a las responsabi­
lidades del Tribunal, constatar si, en prlnclplo, la pretensión
que se anuncia y cuyos elementos Indispensables conflguradores
de la pretensión a estos efectos deben ofrecerse en el escrito
lnIc1al del recurso, es de aquéllaa para las que estA previsto el
Upo procesal especia!. SI contra un acto se Interpone el re­
curso contencioso-administrativo según la especialidad de la
Ley 6211lrn1 Y la .vlolaclón que se Invoca, como configuradora
de la pretensión, es la de derechos comprendidos en la remisión
que hace el articulo 53.2 de la Constitución Española, el Tri­
bunal tendra que dar al recurso -promovido por la Indicada vla
espedflC'&- el CUJ'!lO qua dispone aquella Ley, sin prejuzgar, en
tal momento, a través de una decisión de inadecuación del pro­
cedimiento, 10 que respecto al fundamento de la pretensión sólo
la sentencia puede decidir, Por supuesto, que las solas invoca­
ciones pro-forma carentes de todo contenido, o la sola petlciÓD
de que al proceso se le dé el curso de la Ley 62/1978 sin revelar
unos mfnimos indispensables a los efectos del curso procesal,
jusUficarán -y aúD obllgarán- que el TrIbuna\, velando por
el recto uso de los instrumentos procesales, con la necesaria
<Xlntradlcclón, preserve el proceso especial para 10 que Imponen
BUs notas de especificidad preferencia o sumarledad. SI el TrI­
bunal hizo bien al negBr el proceso específico a la UGT para
combatir el Real Decreto 124/1982 es lo que ahora debemos es­
tudiar,

Tercero.-Si como hemos dicho la elección del tipo de proceso
especial ha de estar asentada en el ejercicio de una pretensión
dirigida al reconocimiento del derecho o libertad y, en su caso,
al restablecimiento en la integridad de ese derecho o libertad,
se Impone como necesarlp que ya en el escrito de Interposlciól1
del recurso contencioso-administrativo se <leflna COI1 la preclslÓD
suficiente a los efectos de una primera constatación de la viabi­
lidad procesal del proceso al que ha acudido el demandante, los
elementos que son con la Identificación del acto que se reputa
lesivo, y la Administración Pública de la que procede, los que
oonstltuyendo con aquél el nÍlc1eo Indispensable de la .causa
petendl., constaten que la pretensión se hace valer en razón a
actos que se repute Infringen el dereeh<! fundamental cuyo re­
conocimiento y preservación se pretende a través del Indicado
proceso, configuración que, de un lado, acotara desde la pers­
pectiva del recurrente, el contenido del proceso sumarlo y pre­
~rente, y excluirá, de. otro lado, la utilización indebida de tal
tipo procesal para objetos ajenos al definido de los derechos o
libertades fundamentales. No son éstaa las prescripciones cum­
plidas en el escrito de Interposición del recuno presentado
por UGT ante el TrIbunal Supremo, pues su lectura descubre
pronto que adoleda de toda referencia al fundamento constitu­
cional de la pretensión, Y estaba ceñido en la literalidad del
artIculo li'7 de la UCA, a Indicar el acto recurrido, pero omi­
tiendo toda alegación tendente a dotar de viabilidad por el in­
dicado cauce procesal a la Iniciativa asumIda. Con este modo
de promover el recurso, pudo entenderse que la. pretensión
anunciada no era de las prevlstaa en la Ley 82/1978, más la
precisión ulterior, en el Incidental trámite abierto para juzgar
acerca de la adecuación del tipo prooesal elegido, dIciendo que
la pretensión Se configureba juntQ. con el acto que se reputaba
lesivo, por la definición de que se haoe valer un derecho (el de­
recho a la Igualdad, Invocando el artIculo 14 de la Constitución
Espatlola), para cuya defensa está prevista la ganmtla jurisdic­
cional que regula aquella Ley, permite entender dentro de la
vlrtualldad sanatorla que Inspira las ordenaciones de los pro­
oesos contencloso-admlnlstrativos, que la Insuficiencia del es­
crito Inicial quedO completada, de modo que siendo Indiscutible
que entre los poderes del TrIbunal se comprende el de disentir
del procedimiento solicitado por el recurrente y ordenar que se
\.Itmce el que corresponde, la cuestión· es ahora la de examinar
al la decisión que en este punto adoptó el TrIbunal Supremo
(Sala Tercera! fue ajustada a 10 que dispone el artIculo 8.· Y
ooncordantes de la Ley 82/1978. Desde dos apectos -prescin­
diendo de otros no tomados en oonslderllclón, como es el acu­
BadO por el Abogado del Estado en orden a la insunclencla del
podel'-, ha de examinarse la cuestión, y son estos aspectos, el
primero, si también para las disposiciones generales a las que
se Imputa una violación de derechos fundamentales, estA abierto
el proceso de la Ley 82/1978, y, segundo, si la fundamentación
de la pretensión, anunciada que se basarla en la violación por
algunos preceptos del Real Decreto en cuestión del derecho a la
Igualdad, debió determinar que se diera al proceso el trllmlte
de aquella ley. AÍln podrll atladlrse al primero de los dos in­
dIcados aspectos, esto es, el referente a la Impugnación por el
cauce procesal que decimos de .4lsposlclones generales, el de si
frente a lesiones que en la hipótesis de la demandante afectan
a colectivos (en el caso, los trabajadores menores de dieciocho
años) puede ejercitar la acción, en defensa de los Intereses de
los trabal adores los SindIcatos, a los que el artIculo 7.• de la
Constitución Española aslgua la función de contribuir a la de­
fensa y promoción de los Intereses económicos y sociales que
les son propios.

Cuarto.-La lIteralldad de los términos empleados en el ar­
ticulo 8.· de la Ley 62/1978 (yen otros preceptos de esta Ley),
no debe llevar a la Idea de que la distinción entre .acto> y .dl&­
posición., muy presente en la Ley reguladora de la Jurisdicción

COntencloso-Admlnlstratl..... e Integradora con aquélla del 00II­
junto normativo que disciplina el proceso de que tratamos, ex­
cluye de este proceso la impugnación de disposiciones cuando
a ellaa 18 Imputa la violación de UD derecho o libertad, porque
la ooncepclón limitada a los actos que pudiera apoyarse en 1011
términos literales de aquellos preceptos debe oorreglrse acudien­
do a 10 que en este. punto y deotro del marc;o del articulo 53.a de
la Constitución Espailola, dispone el artú:Ulo 43.1 de la Lore.
oomprenslvo de las disposiciones y actOll. ineludible, por lo de­
más, desde la necesarta igual amplltud en estos aspectos del
proceso ludiclal procedente y preferente, atribuido a la juris­
dicción contencioso - administrativa. y el proceso de amparo
atribuido a la justicia oonstltuclonal, En el otro aspecto al que
aludlamos al nna! del fundamento anterior, ha de reconocerse
junto a la poslbl1ldad de aoclonar de cualquier trabajador ante
la jurisdicción oompetente cuando se crea perjudicado por 1.
violación del principio de igualdad de remuneraciones. extendl­
ble a la Impugnación de dlspoaiclones generales emanadas de
la Administración, la legitimación de las organizaciones repre­
sentativas de los trabajadores, accionando ante la jurisdicción
competente, con la finalidad de hacer efecUvo el principio de
Igualdad de remuneraciones, de modo que la garan¡la jurlsdlo­
clonal sirva al objetivo de e1lmlnar, en el conjunto de los fae­
tores y oondlclone. retributivas. para UD mismo trabajo, o para
un trabajo al que se atribuye Igual valor, cualquier discrimina­
ción prohibida constltucion&1menta. El arUculo 7.· de la (;(lna­
t1tuclón Española. en cuanto proclama el protagonismo de 1011
Sindicatos en la promoción y defensa de los Interes.es económi­
cos y sociales que les son propioa, y el artIculo 28.1 también de
la Constitución Española en la variante de la dimensión colec­
tiva de l. libertad sindical. proporolonan una fundamentacl6n
constitucional a la' amplitud le¡ltimadora de· los SindIcatos
para interponer ante la jurisdicción competente. las aeclonea
tendentes • la aplicación del principio de Igualdad de remune­
raciones, en los términos que antes hemos dicho. La formulación
del arUoulo 28.1 bl de la UCA oontlene, por lo demás, en el
marco de las reglas procesales, UD reconocimiento de la legiti­
mación de 1... organixac!onllS que, como los Sindicatos, ostentan
la representación y defensa de los Intereses de los trabajadores,
La remisión al proceso ordinario. previsto en 1. UCA para 1"
Impugnación directa de las disposiciones generales, que es a!
que derivó la cuestión el TrIbunal Supremo (SaJa Terceral, no
pudo apoyane, por 10 que ace.bamOll de decir, ni en la natura­
leza del acto Impugnado (el Re&! Decreto 124/19821. ID en la
legitimación del Impugnante. El tema es ahora si el argumento
explicito en el auto del 30 de marzo del mismo ado de que -

. Incuestionable que no se estA en presencia de un verdadero de­
recho fundamental y, en consecuencia. del supuesto y ámbito "
que "" refiere la Ley de 28 de diciembre de 1978. está ajustado
a derecho. .

Qulnto.-El juicio del Tribunal Supremo {Sala Tercera! se
sustenta en 1" consideración de que la temática a la que se
contrae el proceso, al versar sobre la fijación del salario mlnlmo
interprofesional (articulo 27 del Estatuto de los Trabajadores).
esto es. sobre el ejercicio de Ull& potestad reglamentaria en el
ámbito laboral-salarlaJ, hace incuestionable que no se está en
presencia de un verdadero derecho fundamental. Mas, si es
cierto que la fijación de misma en el marco del artIculo :1:/-,
no afecta en si a derecho alguno BUscepUble de la garantla ju­
risdiccional de la L8y 82/1978. no 10 es menos que en el ejercicio
de tal potestad, o en la disposición en que se plasma, puede
vulnerarse un derecho fundamental, y es entonces en defensa de
este derecho fundamental que "" considera violado en una dis­
posición de cara.:ter general, y la demanda se sustenta en 1&
oposición entre precepto reglamentario y artIculo 14 de la Con&­
tituclón Española, cuando puede aeudlrse a la garantla juris­
diccional ordenada en la mencionada Ley, Como hemos dicho.
en un fundamento anterior (fundamento tercerol, el demandan­
te anuncl6 que la pretenBlón se Identificaba, junto con la pre­
cisión de la· disposición Impugnada, por la afirmación de que
en enas se vulneraba el principio de igualdad. invocando, al
efecto, el articulo l. de la (;(lnstltuclón Española. Una cosa
es sI el Real Decreto vuln...... el derecho que proclama este
precepto y otra establecer si el proceso elegido es el adecuado,
pues aquello perteneoe al fondo y esto a aspectos procesales. Para
deslindar el problema procesal y la cuestión de fondo, es preciso
reconocer que basta con un planteamiento razonable de que la
pretensión ejercitada versa sobre un derecho fundamental, 10
que es bastante para dar al proceso el curso solicitado, con
Independencia de que posteriormente el análisis de la cuestión
debatida conduzca o no al reconocimiento de la Infracción del
derecho oonstltuclonal invocado. Y habiéndose denunciado en el
presente caso unae preceptos de una disposición general que
establecen diferencias salariales en función de la edad del Ira­
bajador, es patente que un primer juicio, a los efectos procesales
que hemos dicho, permite afirmar que se ejercita una pretensión
de las que pueden hacerse valer en el proceso de la Ley 82/1978,
y utilizada Infructuosamente esta vla precedente, en el proceso
oonstltuclonal'de amparo. (;(lmo el TrIbunal Supremo (Sala Ter­
cera! Inadmltló el recurso contencloso-admlnlstratlvo, no con­
tAndose, por tanto, oon una decisión judicial sobre el fondo,
esto es, con un enjuiciamiento de los preceptos del Real oeor.t.?
124/1983 Impugnados, tiene que estudiarse ahora desde la doble
vertiente del agotamiento de la vIa prefla, cuya falta excepcio)­
na el Ministerio FIscal, y de le vl01aclón del arUculo.24.1 de la
Constitución Espailola, que denuncia el demandante, la cues-
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t16n que se suscita al hilo de la solucl6n procesal dada al pro·
oeso en la vla contenciosa administrativa.

5exto.-()plna el Ministerio Fiscal que no le ha dado cum­
plimiento a la exigencia que Impone el articulo fa.1 de la LOTC
de que antes de acudlr al recurso de amparo constitucional se
haya agotado la via Judicial procedente. Le. resolucl6n del Tri­
bunal Supremo pronunciada en 30 de marzo, luego confirmada
en el Auto que resuelve el recurso de súplica, considera que
no se está en presencia de una pretensl6n referida a un derech~

fundamental, que es el ámbito al gue se reduce la garantla
oontenciosa-adrnlnlstratlva que regulan los artIculos 8.· Y si·
¡ulentes de 1& Ley 82/197&, Y remite, por ello, al proceso ordi­
nario. Con apoyo en la sentencia de este Tribunal 12/1982, de
al de marzo (publlcada en el _Boletln OfIcial del Estado. de
&1 del mismo mes), &firma la correccl6n de la tesis sentada por
dichas resoluciones Judiciales, dado que el cumplimiento del
articulo 48.1 exige agotar la via Judicial -que sea conforme
oon la Ley procesal, de manera que cuando la via judiCial
real emprendida no es la que tegalmente era procedente, tldne
el Interesado, en via de principio, que volver atrás en el U1.­
mino procesal, abrir la vla procedente y seguirla hasta el final,
de modo que cuando asl lo haya hecho podrá utilizar el am­
paro.. Pero en la citada sentencia también declar6 este Tri·
bunal que esta regla -admite, sin embargo, alguna excepcl6n
cuando la via utilizada es la que marca' la Ley espe'Jal d.

- Protecci6n Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, ejer­
'cltándose una pretensl6n en la que el elemento cualificador es
una eventual lesi6n de un derecho para el que está abierto
aquel proceso, y la resolucl6n que estatuye sobre el pr.>ce­
dlmiento califica al mismo tiempo el derecho esgrimido por el
particular, de modo tal que esa callficacl6n lo har.s Inviable
en los términos pretendidos., Esto es lo sucedido en el caso
que estudiamos, pues el Tribunal Supremo, al adoptar la dec!
al6n procesal de inadecuación de procedimiento, está, a la vez,
calificando prima facle el derecho, apreciando que no se está
en presencia de una pretensiÓn referida a un derecho funda­
mental, y negando una garantia Jurisdiccional especifica para
la defensa del derecho fundamental. Como en el caso se está
en presencia de una ImputaciÓn de la vulneraciÓn de un dere­
cho fundamental. al Igual que dijimos en la sentencia aLtes
recordada, .la resolucl6n judicial que ordena el cambio de pro­
cedimiento y el paso de la via especial de la Ley 82/1978 al
proceso ordinario puede ser considerada como equivalento a
una Inadmisión y, por ende, a la frwltraclón de la vio, judiCIal.
ya que, al reconducir al recurrente al proceso ordinario, se Id
priva de la protecciÓn especifica que se otorga a los derechos
fundamentales.. SI quisiera verse desde la perspectiva de la
falta de un propio pronunciamiento de fondo, y desde este
aspecto, se arguyera que, declarando la nulidad de las resolu­
ciones judiciales que frustraron el cUrso del proceso especial, la
solucl6n debe ser la que el demandante postula subsidiaria­
mente, esto es, la devolucl6n del asunto al Tribunal Supremo
para que, dando al proceso el curso que ordena la Ley ~2/197B,
resuelva en sentencia la cuestiÓn. tendriamos que decir que el
artIcuio fa.l de la~ (en la linea de la preferencia y su­
marledad del proceso judicial precedente) lo que exige es que
se haya acudido a la via judicial procedente. de modo que,
utilizada y frustrada por haberse negado esta garantía ,OOs­
dicclonal, queda expedita la via constitucional. El articulo 43.1
no establece que deba obtenerse una sentencia de fondo; lo
Que dispone es que el remedio a la violacl6n del derecho fun­
damental se busque previamente en la vio, Judicial procedente,
y si no se logra -'Por estimaciones procesales o por considera­
ciones de fondo-, queda al demandante abierta la protección
en sede constitucional.

Séptimo.-Le. llesls de que el Tribunal Supremo (Sala Terce­
r8.) no debiÓ negar el cauce del proceso que regula la l.ey
82/1978 a la pretensión anunciada por UGT, dirigida a la inva·
lidación de los artlculos 1.0 (en sus apartados 2 y 3) Y 8.· (en
sus apartados 2 y 3) del Real Decreto 124/1982, no debe llevar,
sin embargo, a que, anudando a ella la Idea de que se han
violado las garantias procesales Que para la defensa de los de­
rechos fundam~ntales instituye Indicada ley, concluyamos aqul
con un pronunciamiento que, pudiendo tener apoyo en el tra­
amiento de las vulneraciones procesales. retrotralga al Tribu­
nal Supremo el conocimiento del tema del enjuiciamiento de
Indicados preceptos del Real Decreto. No es esta la acciÓn que
ejercita la .demandante con carácter preferente. aunque otra
cosa pudiera equivocadamente entenderse atendiendo a la es­
tructura del -petitum. y a la colocacl6n de la petici6n de
Dulidad de las resoluciones en el primero de los pronuncia­
mientos que Insta de este Tribunal Constitucional. El deman­
dante no ejercita las acciones subeumJbles en el articulo 44 de
la LOTC y las que tienen cobijo en el articulo 43 de la misma
Ley, todas a la vez, poniendo en litispendencia el conjunto de
las que se apoyan en el articulo 24.1. (contra las l'GSoluciml.s
ludiciales> y en el articulo 14 (contra el Real Decreto de la CE).
para que este Tribunal se pronuncie sobre todas ellas. Le. de·
mandante. con una pluralidad de fundamentos, articula. .1et·
tamente, una pluralidad de pedimentos, pero articulados de tal
forma, como revela la interpretaciÓn de la súplica de la da­
manda en relaciÓn con la fundamentaci6n que la precede, que
la nulidad de significado procesal se hace valer con el carácwr
de la eventualidad o subsidiariedad, esto es, para el caso de
que se estimara que no procede el enjuiciamiento -desde pará­
metros constitucionales- del expresado Real Decreto. Con ser

oierto que el quebrantamiento de las garantlaa procesal.,. po­
drá llevar en si una viollCión del derecho que constltuícona­
liza el artículo 24.1, y esto ea asl cuando no se respeta el con­
tenido de este derec"o, la cuesti6n aqul debe reconduclJ se a
atribuir a las resoluciones judiciales el carácter de agotanúento
de la vla judicial procedente, en los términos del articulo fa.1
de la LOTC. y que hemos estudiado anteriormente (fdo. sexto),

. Establecido todo lo anterior, pierde Interés la InvocaciÓn del
articulo 24.1 '1 se abre el camino para considerar si el Real
Decreto 124/1982, en lo que se refiere a los artlculos 1 y 8,
en cuanto establece salarios mIn1mos diferenciados para los
trabajadores de diecisiete y dieciséis ados, Inferiores a los fi) ...
dos con carácter general para los trabajadorel desde los die­
ciocho ados, infringe el articulo 14 de la CE. Carece también
de relevancia la Invocaci6n del articulo 28.1 de ia CE, referida
a la dimensi6n colectiva de la libertad sindical, y es que con
no cuestionarse desde estimaciones de fondo el Real Decreto
desde la vertiente de la llbertad sindical, ajena, como bien ss
comprende, al contenido de la disposicl6n Impugnada, la Invo·
caci6n del articulo 28.1 se hace propiamente, para dotar ds
contenido a la iegitimaci6n procesal de UGT, tanto en la vla
contencioso-administrativa como en este amparo constitucional.
Sobre el tema ya hemos dicho lo pertinente en otro funda­
mento (fdo. cuartol, aparte de que no se ha discutido a UGT
la legitimaciÓn, comprendida, por lo demás, en cuanto al pre·
sente proceso, en la regla del articulo 48.1, al, de la LOTC.

Octavo,-EI articulo 27 del Estatuto de los Trabajadores 88­
tablece una periodicidad anual en la fijaci6n del salerlo mlni­
mo interprofesional. Con sujeciÓn a este criterio de temporali­
dad, el Real Decreto cuestionado surtiÓ efectos durante el
ado 1982, perdiendo vigencia para las anualidadee siguientes,
de manera que para los posteriores periodos son otras las dis­
posiciones determinadoras del salario mJnirno. Cierto que la
disposición recurrida, y a la que le Imputa violaciÓn del ar­
ticulo 14 de la CE. no es una disposición vigente y, por otro
lado, la demanda no incorpora otra pretensiÓn que ia de anu­
lación de los preceptos que considera vulneradores de la Igual·
dad, pues a la fórmula genérica e indeterminada que se con­
tiene en el último de los apartados del opetitum. no puede
atribuirsela una' concreci6n de roeconoclmiento de situaciones
JOOdicas individualizadas que puideran encadenarse necesaria­
mente al pronunciamiento de nulidad. El que la prellenslÓn
tenga el indicado contenido y que el Real Decreto, por la tem·
poralidad de sus determinaciones salariales mlnlmas, haya per­
dido vigencia, siendo sustituido por otro con Igual contenido,
no autoriza a que tratándose, como se trata, de un recurso de
amparo en que se cuestiona si la Administración, al desarrollar
reglamentariamente 10 que dispone el articulo 27 del Estatuto
de los Trabajadores, conculca el articulo 14 de la CE, se com­
parta ia tesis del Abogado del Estado de que el proceso ha
quedado sin objeto, y privado el amparo de razón de ser, pues
esto no es asl, por cuanto subsiste la pretensión dirigida a la
preservación de un derecho para la que está abierto el proceso
de amparo. Le. pretensl6n de amparo no ha quedado sin ot>­
leto, y se trata de deciair 'acerca de si el régimen del salario
mJnimo. estableciendo cuantías para los trabajadores de die­
cisiete ados '1 trabajadores hasta diecisiete atios y otras sup&­
riores desde los dieciocho ados, son o no conformes con la
Ilrualdad consagrada en el articulo 14 de la CE.

Noveno.-Puede decirse que el sistema normal de fijaci6n del
minimo salarial y, en general, del contenido de la relaci6n
laboral, corresponde a la autonomla de los trabajadores ., em­
presarios, mediante el ejercicio del derecho a ia negociación
colectiva que proclama el articulo 37.1 de la CE, y que a nivel
legislativo, según lo prevenido también en el articulo 85.2 de
la CE; se desarrolla en el Estatuto de los Trabajadores IUt. UD.
Un Estado social y democrático de derecho, que propugua en­
tre los valores superiores de su Ordenamiento jurJdico la jus­
ticia y la igualdad (art. 1.1 de la CEI, y en el que se enco­
mienda a todos los Poderes públicos el promover las condiciones
para que la Igualdad del individuo y de los grupos en que lIS
integra sean reales y efectivas (art. 9.2 de la CEI, ha de com­
plementar aquel sistema de determinaciÓn del mlnimo salarial
estableciendo desde los Poderes a los que compete' la goberna·
ción unos techos salariales mlnimos que, respondiendo a aque­
llos valores de justicia \l Igualdad, den efectividad al también
macdato consUtulconal contenido en el articulo 35.1. En este
marco de exigencias constitucionales ha de situarse el articu­
lo 27 del Estatuto de los Trabajadores y a ellas ha de someterse
la potestad expresa y especifica al Gobierno de fijar un salario
minimo Interprofesional. En concreto. puede decirse que, me­
diacte ""ta intervenciÓn estatal, se atiende a un Interés social,
que, sin embargo, no disminuye el papel de las partes sociales
en la consecuci6n de otros mlnlmos salariales por encima de
los indieponibles dei mlnlmo Interprofesional. Tanto la regula­
ción minima estatal como en la que se deja a la responsablU..
dad de la autonomla colectiva de las partes sociales, ha de
operarse respetando el principio de igualdad de remuneraciones.
ocn exclusi6n de todo trato discriminatorio que Implique viola­
cl6n de ese principio, que tiene su formulaciÓn, oon la más
especifica del articulo 85.1, referida al sexo, en la general del
articulo 14, ambos de la CE. Puede decirse que el principio de
Igualdad implica la elimlnacl6n en el <'Onjunto de los lactores
y condiciones retributivos, para un mismo trabajo o para un
trabajo al que se le atribuye Igual valor, de cualquier discrimi­
naciÓn basada en las circunstancias personales o sociales, que,
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mencionadas concretamente unas (como es por razón del sexo
en el articulo 35. y con ella otru en el articulo 14), Y aludidas
otras en la genérica fórmula con la que se cierra el articulo 14.
son susceptibles de generar situaciones de discriminación. Ten­
dremos que considerar si la edad es. una de las circunstancias
subsumibles en la fórmula genérioa, a lo que. por lo demás
el legislador ha dado una respuesta positiva en el· articulo 17
del Estatuto de los Trabajadores, y de inmediato si la utiliza-.
ción del factor de la edad como. criterio dlferenciador de tra­
tamiento del contenido retributivo de la relacióñ laboral es de
los proscriptos ·.desde los postulados cpnstltucionales.

Diez.-EI que el articulo 35.1 de la CE, dentro de una sec­
ción situada fuera del marco de los derechos dotados de la
protección constitucional de amparo, no especifique, a la hora
de proclamar el derecho a una remuneración suficiente, más
que la discriminación· por razón de sexo, no debe llevarnos a
la idea de que en el campo particular de las relaciones labo·
rales la fórmula del articulo 14 de la CE sufre una tan rotunda
reducción. Esto no as 891,. tanto respecto a los criterios concre­
tamente definidos en el precepto constitucional que acabamos
de citar como en orden a los susceptibles de inclusión en la
fórmula genérica con la que se cierra el precepto cu.ando dice

.que la discriminación queda también vedada respecto de .cual­
quier otra condición o circunstancia personal o socia)., El
parecer de este Tribunal en lo que hace relación al contenido
de la fórmula del 'artlculo 14 ya se ha manifestado en otras
ocasiones y, por lo que dice a la edad desde una cOAsideración
general, ya dijimos en la sentencia 75/1983, de 3 de agosto
(publicada en el .Boletln Oficial del Estado. del 18 del mismo
m...l que .la edad no es d~ las circunstancias enunciadas nor·
mativam.ente en el artículo 14, pero no ha de verse aquí una
intención tipiflcadora cerrada que excluya cualquiera otra de
las precisadas en el texto legal, pues en la fórmula del in­
dicado precepto se aluóe a cualquier otra condición o circuns­
tancia personal o social, caricte~ de circunstancia personal que
debe predicarse de la edad•. El que la categoría de los menores
reclame en el mundo laboral una acción públlca dirigida a la
protección con modulaciones de un principio absoluto de igual·
dad, o el que el principio de igualdad de retribuciones esté
presente en el articulo 35.1 desde la perspectiva de los traba­
jadores de uno u otro sexo, no debe llevar a negar ororección
constitucional a la categoría de los trabajadores menores, des­
de la afirmación de la discriminación impedida por el mandato
constitucional contenido en el articulo 14. La conciusión aquí
desde lo que antes declamas de que el principio de igualdad
de remuneraciones implica la eliminación, en el conjunto de
los. faleores y condiciones retributivas, para un mismo trabalo,
o para un trabajo al que se atribuye igual valor, de cualquíer
discriminación, es que el trabajador tiene derecho, a igualdad
de trabajo, igualdad de salario, no pudiendo operar, partiendo
de esta igualdad, la edad como circunstancia diferenciadora.
Este principio explicito en el articulo 35.1- de la CE, para el
trabajo de la mujer, y traducido en el precepto que se contiene
en el articulo 28 del Estatuto de los Trabajadores bajo la rúo
brica de .igualdad salarial., es extensible al caso de edad, desde
las consideraciones que preceden, para negar que pueda justi·
flcarse entre trabajadores que realicen un trabajo igual diferen­
cias de tratamiento retributivo. El que se aduzcan argumenta­
ciones como la de que es presumible un rendimiento más bajo
del trabajador menor, o que una situación de menos necesida­
des justifica un menor salario, o que un nivel salarial más
bajo facilita el empleo, no son razones para hacer quebrar la
regla ·de que. a trabajo igual, igual salario.

Once.-La institución del salario minimo- constituye una in·
tervenci6n coactiva en las relaciones de trabajo, que encuentra
su justificación en la protecclón de un interés que se .estima
digno y necesitado de la atención del Estado, según los princi·
pios constitucionales a los que antes nos referimos rfdo. no­
venal. La libertad contractual encuentra en este mínimo sala-
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcla Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doila Glo­
ria Segué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don An­
gel Escudero del Co~al, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En el recurso de amparo número 135/1983, formulado por el
Procurador don. Rafael Ortiz de Solórzano y Arbex, en repee­
sentación de don Felipe Solls Pérez, bajo la dirección del Le­
trado don Daniel Alvarez Pastor, contra el auto de procesamien­
to y prisión de 10 de diciembre de 1982, dictado contra el actor
por el Juzgado Central de Instrucción número 3, en el sumario
4/1982, dimanante de diligencias ¡>revias 127/1982, el cual fue con­
fIrmado por auto de 30 de diciembre de 1982 del mismo JU7<­
gado, al denegar la reforma, y por auto de la Audiencia Na·
cional, Sección Primera de lo Penal, de 16 de febrero de 1983,

rial una limitación, mas no debe entenderse que respetando
estos mínimos con abstracción de toda otra consideración se
opera libremente, o que la aplicación de la normativa contenida
en el Real Decreto que lo establece no he. de tomar otro pari­
metro que el del escalonamiento por edades. Por el contrario,
desde una y otra perspectiva, ha de actuar la igualdad, exclu­
yente de toda discriminación vedada por el articulo 14 de la CE,
tomando en consideración el principio comúnmente expresado
mediante la fórmula de .a trabajo Igual. salario igual., Una
aplicación del sistema del salario mínimo interprofesional con
reducciones para los trabajadores de diecisiete años y hasta
diecisiete años prescindiendo del indicado principio, en cuanto
se fundaría en la utilización de la .edad. sin más razones
como criterio de diferenciaciones salariales, estaría en contra·
dicción COD el mandato constitucional prohibitivo de la diseri·
minaci6n por razón de una ciFcunstancia que ha de tenerse por
incluida en la formulación genérica con la que.se cierra el
articulo 14 de la CE Cuando este factor de un mismo trabajo
o de un trabajo al que se atribuye igual valor falta, el prin­
cipio de igua.ldad de remuneraciones excluyente de discrimina­
ción subsumible en el indicado precepto constitucional no puede
decirse que se quebrante. En este sentid·o se orienta la justi­
ficación que al Real Decreto en cjlestión -y, en general, " la
estratificación de salarios por edad que este Real Decreto y los
anteriores y posteriores recogen- asisna la documentación am­
plia que ha facilitado el Gobierno, y a este respecto son de no­
tar las consideraciones que se hacen acerca de la relación del
factor de edad con ciertas modalidades de contratación o con
categorias profesionales definidas en función de la edad del
trabajador, o las que se sustentan sobre la misma experiencia
de la negociación colectiva; consideraciones todas ellas que si
bien no abonan la quiebra de la regla de .la igualdad salarial
en los términos que venimos exponiendo. sí refuerzan la tesis
de la conformidad constitucional de los Reales Decretos de sa­
lario mínimo interprofesional en la inteligencia de que las re­
ducciones salariales no se aplican cuando los trabajadores je>­
venes realizan un trabajo que comporta una experiencia y un
esfuerzo y, en deflnitlva, un trabajo de igual valor al que rea­
lizan trabajadores de más edad. Finalmente, resulta importante
notar que los criterios de fijación del salario minimo interpro-.
fesional por razón, con correcciones, en ocasiones de la edad.
y con una diversidad .de escalas, e.stablecidos en unos paises
por disposiicones estatales y pactados con mayor o menor ex­
tensión sectorial, en otros, son la tónica general en los paises
próximos integrados en la Comunidad Económica Europea en
los que en sus lineas principales se adopta un modelo de rela­
ciones econóinico-sociales afín- al acogido ep. nuestro Ordena­
miento. Con las precisiones que se hacen en este fundamento
y en el que le precede, e interpretado y aplicado en estos tér­
minos el Real Decreto impugnado no vulnera el precepto cons­
titucional invocado para sustentar el amparo promovido por
la UGT. .

FALLO,

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
PORoLA AUTOIlTDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUClON

DE LA NAC10N ESPAÑ'OLA

Ha decidido,
4

Denegar- el recurso de amparo interpuetso por la Unión Ge­
neral de Trabajadores.

Publlquese esta sentencia en el .Boletln Oficial del Estado·.

Dada en Madrid a 7 de marzo de 1984.-Jer6nimo Arozamena
Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Firmados y rubri­
cados.

al desestimar el recurso de apelación. En el recurso han com­
parecido don Domingo Solls Ruiz y don Ramón Cruz Tuflón,
representados por el Procurador don Rafael Ortlz de Solórzano
y Arbex, bajo la dirección del Letrado don José Maria ~tampa
Braun.!. el Miinsterio Fiscal, y ha sido ponente el MagIstrado
don Ra ael GÓmez·Ferrer Morant, quien expresa el parecer de
la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. En. 4 de marzo de 1983, el Procurador don Rafael Ortiz
de Solórzano y Arbex, en representación de don Felipe SolÚl
Pérez, formula recurso de amparo contra el auto de procesa­
miento y prisión de 10 de diciembre de 1982, dictado contra el .
actor por el Juzgado Central de Instrucción nÍlmero 3, en el
sumarlo 4/1982, dimanante· de las diligencias previas 127/1982
el cual fue confirmado por auto de 30 de diciembre de 1982, de!
mismo Juzgado, al denegar la reforma y por auto de la Au­
diencia Nacional, Sección Primera, de la Sala de lo Penal. de
16 de febrero de 1983, al desestimar el recurso de apelación, En
la demanda se suplica que se dicte sentencia por la qUe se
acuerde:

al Preservar el derecho a la libertad (articulo 17.1 de la
Constituciónl, y el 'derecho a lis legalidad penal (articulo 25.1
de la Constitución) del act<;>r, ordenando ,,1 Juzgado Central


